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Existe un grupo poblacional compuesto por padres y madres de hijos con discapacidad, la cual 
impide a los hijos ocuparse de su desarrollo personal en todos los ámbitos de la vida, y por tanto 
ocasionando dependencia económica total respeto de sus padres. Este patrón social identificado 
dio lugar a que el Estado realizará una intervención normativa al respecto, la cual pretendió 
mitigar las condiciones adversas del hijo discapacitado, ofreciéndoles a sus padres acceso a una 
pensión especial de vejez para que pudieran colaborar en su proceso de rehabilitación. Sin 
embargo, y a pesar del esfuerzo legislativo, la norma se torna ineficaz para su objeto, por la 
rigidez de los requisitos para acceder a esa prestación. 
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Abstract 
There is a population group composed by parents with disable children, which impede them from 
survive by themselves, so that they are completely dependents economically in of their parents. 
This social issue made the government to make an intervention to help decrease the hard 
conditions of the disabled children offering the parent the possibility of applying for a special 




old-age pension so that they can help in the rehab process. However, despite of the effort, this 
law will not work in a effective way due to strict requirements to access to this benefit. 
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Con la entrada en vigencia de la Ley 797 de 2003 (inciso 2 del parágrafo 4, articulo 9), el 
legislador quiso darle alcance o aplicación al artículo 53 de la Constitucional Nacional, 
ofreciéndole protección a los hijos con discapacidad, previa calificación de su estado de 
invalidez; una persona discapacitada requiere cuidados especiales, además de ser dependiente de 
sus padres, para garantizarle el sostenimiento económico, el cuidado personal y la asistencia en 
todas las actividades de la vida. Se trata de una atención compleja, de tiempo completo y 
esfuerzo por parte de los padres a cargo. 
 
La norma fue pensada para garantizar los derechos fundamentales constitucionales, y buscó 
que en el ordenamiento jurídico existiera protección para una minoría de personas con 
capacidades físicas y cognitivas diferentes, la Corte Constitucional así lo ha definido dentro de 
su jurisprudencia, en sentencias de tutela como la T- 563 del 2011 donde plasmó: 
 
El beneficio pensional que trata el inciso 2º del parágrafo 4º del artículo 9º de la ley 
797 de 2003 no está previsto en estricto sentido a favor de la madre o el padre, pues 




su objetivo principal es el de proteger al hijo discapacitado, afectado por una 
invalidez física o mental y que dependen económicamente de ellos. Por tal motivo, 
en virtud de esta disposición se les otorgar a sus progenitores la posibilidad de 
atenderlos a fin de compensar con su cuidado personal las deficiencias que padecen, 
impulsar su proceso de rehabilitación y ayudarlos a sobrevivir de una forma más 
digna.  
 
Sin embargo, en la práctica se observa que la aplicación de la norma no generó la protección 
deseada al momento de su creación, y es de difícil acceso por parte de la ciudadanía colombiana. 
 
Planteamiento del problema y metodología 
 
La pensión especial de vejez por hijo discapacitado, se entiende como una prestación 
contemplada, fundamentalmente, para la protección del discapacitado, ayudando a que sus 
padres, de manera anticipada, contaran con los medios económicos y el tiempo suficiente, de 
manera que les permitiera hacerse cargo del proceso de rehabilitación y/o cuidado del hijo 
afectado por la discapacidad.  
 
Además, con la entrada en vigencia de la Ley 797 del 2003, se introdujo en el ordenamiento 
jurídico colombiano la prestación especial de vejez por hijo discapacitado; la misma fue 
plasmada en el artículo noveno de la citada norma, inciso segundo del parágrafo cuarto. Con el 
trascurrir de los días, la norma tuvo la suficiente publicidad para que fueran presentadas las 
primeras reclamaciones y, con ellas, se suscitaron los primeros desacuerdos con la rigidez de su 




redacción, la aplicación literal que las entidades administradoras de pensiones realizaban y las 
consecuentes decisiones negativas, de estas entidades, frente a gran parte de estas reclamaciones. 
 
Tales inconformidades entre la población dieron lugar a la presentación de importantes 
demandas de constitucionalidad, que dieron fruto mediante las sentencias C-227 del 2004, C-989 
del 2006 y C-758 del 2014, las cuales vienen desarrollado la norma inicial, realizando 
precisiones frente a los requisitos para acceder a esta pensión especial de vejez, logrando que los 
requisitos para acceder a la prestación fueran modificados; gracias a este aporte jurisprudencial, 
en el momento presente el beneficio se extendió  respecto de la cobertura inicialmente 
contemplada por el Congreso  de la Republica en aspectos como la igualdad de género de los 
beneficiarios de la prestación, la protección efectiva del discapacitado sin distinción de edad y el 
acceso a la prestación dentro de los dos regímenes coexistentes en el sistema pensional 
colombiano. 
  
La norma no ha sufrido modificaciones sustanciales desde su expedición, además de las 
introducidas por estas sentencias de constitucionalidad, frente a los términos utilizados en su 
redacción inicial. Sin embargo, la densidad de semanas exigidas en esta normatividad especial, al 
ser el mismo de la norma general por vejez, contradice ese deber de protección y cuidado del 
padre frente al hijo, pues requiere, para causar la prestación, de 26 años de trabajo, en los cuales 
el padre o madre cotizante no podrían estar presentes en ese cuidado. No se vislumbra un cambio 
ni sustantivo ni jurisprudencial que lo modifique, lo que conlleva a plantear la siguiente pregunta 
¿Qué condiciones tuvo en cuenta el legislador para establecer los requisitos exigidos por la 




norma para otorgar la pensión especial de vejez por hijo discapacitado en el Sistema de 
Seguridad Social colombiano? 
 
De acuerdo a lo planteado anteriormente, se desarrollará la pregunta de investigación a partir 
del análisis de la Ley 797 de 2003, en concordancia con el artículo 13 de la Constitución Política 
de Colombia, las sentencias C-227 del 2004, C-989 del 2006, C-758 del 2014, y los derechos 
fundamentales consagrados en la Carta Magna. Se complementarán las conclusiones del análisis 
normativo con el alcance práctico de las normas nacionales, mediante los resultados obtenidos de 
la encuesta aplicada a un grupo de cien familias afectadas por la discapacidad de sus hijos, los 




El esfuerzo legislativo para la protección de este grupo poblacional, compuesto por padres y 
madres de hijos con discapacidad, la misma que impide a los hijos ocuparse de su desarrollo 
personal, ocasionando dependencia económica total respecto a sus padres, inició con la creación 
de la Ley 797 de 2003, que modificó la Ley 100 de 1993. En el artículo 9, parágrafo 4, de dicha 
norma, el legislador consagró: 
 
La madre trabajadora cuyo hijo menor de 18 años padezca invalidez física o mental, 
debidamente calificada y hasta tanto permanezca en este estado y continúe como 
dependiente de la madre, tendrá derecho a recibir la pensión especial de vejez a 
cualquier edad, siempre que haya cotizado al Sistema General de Pensiones cuando 




menos el mínimo de semanas exigido en el régimen de prima media para acceder a la 
pensión de vejez. Este beneficio se suspenderá si la trabajadora se reincorpora a la 
fuerza laboral. Si la madre ha fallecido y el padre tiene la patria potestad del menor 
inválido, podrá pensionarse con los requisitos y en las condiciones establecidas en 
este artículo. 
 
Así las cosas, se puede ver cómo, inicialmente, contemplaba el beneficio pensional especial 
por vejez, solo para personas del género femenino, cotizantes del Sistema General de Pensiones, 
que tenían económicamente a su cargo hijos menores de 18 años con discapacidad, y cuya 
invalidez física o mental debía estar previamente calificada; las cotizaciones de la madre que 
aspiraba a la prestación debían corresponder al mínimo de semanas exigido en el régimen de 
prima media para obtener la pensión de vejez. También, indicó la norma en ese entonces que la 
condición de invalidez y dependencia económica debería perdurar, para conservar la prestación 
especial; además, al desaparecer una de esas dos condiciones, se perdería el derecho a su 
disfrute. 
 
En aquella oportunidad, el Congreso de Colombia redactó en el artículo noveno, parágrafo 
cuarto, de la Ley 797 del 29 de enero 2003, por la cual se reformaron algunas disposiciones del 
sistema general de pensiones, sabido en la Ley 100 de 1993, adoptando, además, disposiciones 
relacionadas con los regímenes pensionales, tanto exceptuados y especiales, que la pensión 
especial contemplada, en esta nueva normatividad, sería solo para la madre, cuyo hijo 
discapacitado fuera menor de 18 años.  
 




Por violar los artículos 1, 13, 42, 47, 48 y 49 de la Carta Magna, Nelson Ruiz Velásquez, 
realizo una demanda parcial al inciso 2, del parágrafo 4, del artículo 9, de la Ley 797 de 2003, 
mediante la acción pública de inconstitucionalidad, en cuanto a la expresión “menor de 18 años”, 
de la norma citada en precedencia. La demanda fue enfocada especialmente al derecho a la 
igualdad de todos los colombianos ante la ley y la protección a la familia.  
 
En este orden de ideas, el Ministerio de Justicia y del Derecho interviene en la demanda, 
exponiendo que, el demandante no interpretó correctamente la norma, porque de la misma se 
desprende que la madre pensionada continuaría recibiendo la prestación mientras que el hijo 
continuara en estado de discapacidad, y la madre hubiese cotizado las semanas mínimas exigidas 
por la normativa; por su parte, el Ministerio de la Protección Social, intervino dentro de la 
demanda, sosteniendo que la Ley 797 es una norma que entró al ordenamiento jurídico para 
subsanar desigualdades que se presentaban en el sistema pensional y que no es cierto lo 
manifestado por el demandante, en la medida en que este se dedicó a reprochar un problema 
social y no a atacar la interpretación jurídica de las disposiciones legales que demandó.  
 
 El Ministerio de Hacienda y Crédito Público expuso, dentro de su intervención, que el 
demandante no solo no sustento la violación a todos los artículos constitucionales que invocó y, 
por tanto, la demanda carece de requisitos formales, sino que la diferenciación que trae la norma 
demandada es justificada, en la medida en que el hijo menor discapacitado requiere mayores 
cuidados que el mayor discapacitado, y que la madre en esa etapa de la minoría de edad puede 
enseñarle como ocuparse de su desarrollo personal . Además, manifiesta que el legislador tiene 
amplias facultades para imponer restricciones a las normativas que expide.  





 El Procurador General de la nación, solicitó que se declarará la inexequibilidad de la 
expresión demandada, expresando con claridad que el espíritu de la norma no fue ofrecerle 
protección a la mujer trabajadora que tiene a cargo un hijo con discapacidad y tampoco fue 
enfocada a la protección del menor de edad, pues lo que se pretendió fue dar protección a quien 
siendo menor fuere discapacitado y permaneciera en ese estado, aunque cumpliera la mayoría de 
edad. 
 
Entonces, la Corte Constitucional, por medio de la Sentencia C-227 de 2004 declaró 
inexequible la expresión menor de 18 años. La Corte indicó que el cumplimiento de la mayoría 
de edad por parte del hijo discapacitado, no modifica en absoluto ni su condición de salud ni 
mucho menos el menester de socorro y atención que de sus padres demanda. 
 
Para adoptar esta decisión fue fundamental el control de constitucionalidad y el juicio de 
igualdad; test que, según la Sentencia C-227 de 2004” intenta dar objetividad y previsibilidad a 
los exámenes de igualdad que realizan los tribunales sobre las normas”. La Corte dividió este 
control y juicio según su intensidad en leve, intermedia y estricta. 
 
La Corte, como alta corporación abordo el tema y estudio el inciso que contiene la norma 
objeto de demanda, analizando la exposición de motivos del proyecto de Ley 98 de 2002 
presentado en el Senado de la Republica por la senadora Flor Modesta Gnecco. Tal y como se 
plasma en la Sentencia C-758 de 2014. 
 




Este proyecto de ley fue concebido en beneficio de la madre trabajadora 
responsable de la manutención de un hijo menor de edad minusválido, con 
objeto de facilitar la rehabilitación, cuidados y atención que requiere el niño 
deficiente o discapacitado en orden a proporcionarle una digna calidad de vida 
en el interior de su núcleo familiar, bajo la efectividad de los derechos 
contemplados en los artículos 13, 44 y 47 del ordenamiento constitucional, a 
saber: la protección especial que debe dar el Estado a aquellas personas que por 
su condición económica, física o mental se encuentren en circunstancias de 
debilidad manifiesta; la protección de los derechos fundamentales de los niños, 
los cuales tienen prevalencia sobre los derechos de las demás personas; y la 
atención especializada que debe prestar el Estado para la rehabilitación e 
integración social de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos. 
 
En este documento se puede evidenciar como el legislador pretendía claramente un amparo a 
la madre trabajadora y a los menores discapacitados, justificando la creación de esta pensión 
especial. 
 
Sin embargo, a partir de este análisis realizado por la Corte se llegó a la conclusión de que “en 
aplicación de las normas constitucionales y las obligaciones internacionales, adquiridas por 
Colombia, al suscribir tratados como la Convención Interamericana sobre los Discapacitados, 
aprobada en Colombia mediante la Ley 762 de 2002”(Sentencia C-227 de 2004), este tipo de 
protección gira en torno al discapacitado y su madre, no siendo posible continuar aplicándola 
literalmente y debiendo extender sus efectos al discapacitado mayor de edad. 





Posteriormente, la Corte Constitucional se vio en la obligación de modificar de nuevo el 
alcance del artículo; fue así que expidió la Sentencia C-989 de 2006, en la cual aclaró que los 
hombres, como padres cabeza de hogar, serian titulares de la prestación si cumplían con los 
demás requisitos a saber: discapacidad del hijo y dependencia económica de este con respecto a 
su padre. 
 
En esta providencia, la Corte Constitucional tuvo en cuenta el objetivo real de la norma, el 
cual ya se había abordado en otros pronunciamientos que precedieron este importante avance, es 
así como lo presento la sentencia C-227 del 2004 en su oportunidad, 
 
(…) facilitarle a las madres el tiempo y el dinero necesarios para atender a 
aquellos hijos que están afectados por una invalidez física o mental, que no les 
permita valerse por sí mismos, y que dependen económicamente de ellas. Con el 
beneficio creado por la norma se espera que las madres puedan compensar con su 
cuidado personal las insuficiencias de sus hijos, para impulsarlos en su proceso de 
rehabilitación o para ayudarlos a sobrevivir en una forma digna.  
 
Es decir, a partir de esta nueva sentencia de constitucionalidad, tanto madres como padres de 
hijos inválidos física o mentalmente pudieron acceder a la pensión de manera anticipada, aunque 
no   cumplieran aun la edad para acceder a la pensión de vejez para el común de la población - 
62 años para los hombres y 57 años para las mujeres-. 
 




Teniendo en cuenta lo anterior, la Sentencia C-989 de 2006 se fundamenta en la “Demanda de 
inconstitucionalidad contra la expresión “madre” que hace parte del inciso 2°, parágrafo 4º, 
artículo 33, de la Ley 100 de 1993”. 
 
El objetivo del inciso en el cual se encuentra la expresión demandada es facilitarle a 
la madre o al padre el tiempo y el dinero necesarios para atender a aquellos hijos que 
están afectados por una invalidez física o mental, que no les permita valerse por sí 
mismos, y que dependen económicamente de uno de ellos. Con el beneficio creado 
por la norma se espera que la madre o el padre, puedan compensar con su cuidado 
personal las insuficiencias de sus hijos, para impulsarlos, en su proceso de 
rehabilitación o para ayudarlos a sobrevivir de una forma digna. (Sentencia C-989, 
2006, p. 10). 
 
Sin embargo, lo anterior no se es coherente con lo previsto en el artículo 13 de la Constitución 
Política de Colombia, cuyo objetivo es garantizar que todos los ciudadanos tengan los mismos 
derechos, deberes y oportunidades ante la ley, sin que sean discriminados por cualquier 
condición especial. 
 
En este sentido, lo que se pretende es hacer alusión a la expresión “padre” dentro del inciso, 
ya que lo que se menciona no es solo aplicable a la madre, en tanto lo que se espera obtener con 
la norma es la protección especial del hijo en estado de discapacidad invalidante, sin concernir si 
depende económicamente de su madre o padre, ya que cualquiera de los dos padres se pueden 
encontrar en la misma situación; lo que se procura es que se le otorgue este beneficio y así recibir 




los recursos suficientes para atenderlo y contribuir a su rehabilitación sin tener la necesidad de 
trabajar, una vez se cumpla con los requisitos establecidos para acceder a este beneficio que 
otorga la ley.  
 
De esta manera, se planteó que el beneficio debe estar dirigido a los dos padres, pero aun así 
presumiendo que con el cuidado de uno de ellos basta para que se cumpla con el objetivo inicial 
de la norma, que es la atención y rehabilitación del hijo invalido.  
 
Se concluye que el beneficio que se proporciona a la madre, inicialmente, es apropiado, ya 
que es la persona que, en primera instancia, ofrece atención y rehabilitación al hijo invalido; por 
tal motivo, es a ella a quien se le absuelve del cumplimiento del requisito de la edad para acceder 
a la pensión de vejez, con el fin de que este mecanismo le permita adquirir el beneficio que 
otorga la ley de una manera más fácil, para dedicarse al cuidado del hijo únicamente, sin 
necesidad de implementar otras alternativas, las cuales implicaría el uso de recursos destinados a 
otros proyectos con impacto social. 
 
No obstante, no existe razón válida para que las leyes hagan distinciones de genero con 
ciudadanos colombianos que se encuentra en iguales circunstancias, en desconocimiento de 
derechos fundamentales como la vida digna y la igualdad con su carácter doble del derecho y 
principio de la legislación; y en detrimento de los derechos del hijo por su estado de invalidez. 
 
En el caso concreto del inciso 2°, del parágrafo 4º, del artículo 33, (Ley 100 de 1993), que 
tuvo modificación  por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, la protección que establece la norma 




está enfocada en el beneficio,  ya sea del niño o adulto con discapacidad física o mental, que por 
sus condiciones físicas o mentales es incapaz de desenvolverse por sí mismo; por tal motivo se 
convierte en un sujeto de especial protección, al cual el Estado le debe garantizar el 
cumplimiento de sus derechos. En este punto es donde surge la necesidad de un beneficio que le 
sea otorgado a la madre o el padre, siempre y cuando se tenga la calificación de la discapacidad y 
estén las semanas requeridas para obtener la pensión de vejez, de tal forma que se pueda dar 
cumplimiento al propósito de la norma, que es concederle los recursos económicos al progenitor 
a cuyo cargo se encuentre el niño o el adulto con discapacidad, recursos económicos para que se 
pueda dedicar tiempo a la rehabilitación. 
 
Por último, mediante Sentencia C-758-2014, la Corte Constitucional decidió declarar 
inconstitucional la expresión “régimen de prima media”, basada en la demanda de 
inconstitucionalidad contra el inciso en mención, con el argumento de que tal expresión es 
violatoria de los artículos que se desarrollan en la Constitucional nacional, como lo son el 
derecho a la seguridad social y a la igualdad, pues los afiliados al régimen de ahorro individual 
con solidaridad estarían siendo excluidos para acceder a la pensión especial de vejez por hijo 
discapacitado. 
 
Fue necesario, entonces, que la Corte Constitucional invocara el principio de effet utile, para 
argumentar que dicho beneficio pensional fue incorporado a la legislación en busca de darle 
protección al hijo discapacitado, siendo un elemento común para quienes se encuentren afiliados 
al régimen de ahorro individual con prestación definida, y a los afiliados al régimen de prima 
media con solidaridad; es decir, se le aplica una interpretación extensiva, teniendo en cuenta el 




alcance que la Corte Suprema de Justicia le ha dado igualmente a dicha norma, que fue 
precisamente el no permitir que existiera distinción respecto de este tema entre ambos regímenes 
concurrentes, pues hacerlo sería desconocer el propósito que el . 
 
Tal expresión tuvo como propósito señalar el tope mínimo de semanas exigidas, pues la nueva 
ley aumentaba las semanas paulatinamente, y no realizar una distinción entre los adeptos a los 
regímenes tanto el de prima media con prestación definida como el de ahorro individual con 
solidaridad. 
 
Resultados y hallazgos 
 
Se aplicó encuesta a 100 familias afectadas por la discapacidad de sus hijos, las cuales asisten 
al centro de neuro rehabilitación CREER IPS, de la ciudad de Pereira (Risaralda, Colombia); la 
misma fue resuelta por padres y madres que asisten varias veces por semana a este centro 
médico, acompañando a sus hijos, con el fin de obtener mejoría y cuidados paliativos que 
mitiguen las afectaciones por discapacidad física, cognitiva y, en algunos casos, ambas. 
 
La encuesta fue diseñada para verificar datos básicos, tales como la edad, el sexo, el número 
de hijos con discapacidad de cada núcleo familiar; recopilar algunos datos básicos de la 
discapacidad padecida por los hijos de los encuestados, la composición del núcleo familiar, el 
aporte económico y en materia de cuidado personal del discapacitado, y la actividad laboral de 
los padres responsables del discapacitado, con la correspondiente generación de aportes al 




Sistema General de Seguridad Social en pensiones. A continuación, se muestran los resultados 
por pregunta realizada, su tabulación y conclusión. 
 
Muestra: 100 personas. 
 
 
Figura 1. Resultados por edad. Elaboración propia. 
 
Se observa que la totalidad de los encuestados se encuentran en edad laboral productiva, pues 
sus edades oscilan entre los 27 y 45 años de edad. 
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Se identifica que mayoritariamente, las madres son quienes se encargan del cuidado personal 
de los hijos con discapacidad. 
 
 
Figura 3. Resultados por número de hijos con discapacidad. 1 (97), 2 (3), 3 o más (0). 
Elaboración propia. 
 
El 97% de las familias asistentes tiene solo un hijo con discapacidad, solo el 3% restante 
supera esta cifra. 
 
 
Figura 4. Resultados por tipo de discapacidad del hijo. Física (4), Mental (7), Física y Mental 
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Se evidencia que el 5% de las familias encuestadas no poseen un diagnostico frente a la 
discapacidad de sus hijos, dificultando la labor de rehabilitación por parte de padres y 
profesionales de la salud. Un 4% tiene diagnóstico de enfermedades raras o huérfanas, con la 
dificultad de tratamiento que ellas implican y sin pronóstico favorable en algunos casos. El 
mayor número de encuestados se enfrenta a la discapacidad mixta de sus hijos, diagnosticada con 
componente físico-cognitivo. Un 4% lucha contra diagnóstico que genera solamente 
discapacidad física; y un 7% contra otros que genera únicamente discapacidad mental. 
 
 
Figura 5. Resultados por la procedencia de la discapacidad. Enfermedad por nacimiento (80), 
Enfermedad adquirida (20). Elaboración propia. 
 
El 80% de las familias encuestadas luchan con la discapacidad de sus hijos desde el 
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Figura 6. Resultados por la composición del núcleo familiar. Ambos padres (85), Solo uno de los 
padres (15). Elaboración propia. 
 
85 de los encuestados afirmó contar con pareja, es decir el núcleo familiar está compuesto por 
padre y madre, mientras que los 15 restantes afirmaron estar solos a cargo del hijo discapacitado; 
es de tener en cuenta que este 15% se compone por mujeres madres cabeza de hogar. 
 
 
Figura 7. Resultados por la distribución de la fuente de sostenimiento económico., Propio (0), 
Ambos padres (85), Familiares (12), Caridad (3). Elaboración propia. 
 
Se pudo evidenciar que las familias compuestas por ambos padres, en un 85%, el padre de 
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madre se dedica al cuidado del hijo discapacitado; el 15% de los encuestados no generan 




Figura 8. Resultados por la cantidad que ha laborado por percibir ingresos. Si ha laborado (70), 
No ha laborado (30). Elaboración propia. 
 
El 70% de la muestra ha desempeñado un oficio o ha ejercido actividad laboral que genera 
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Figura 9. Resultados por la distribución de aportes al Sistema de Seguridad Social. Si ha 
realizado cotizaciones (53), No ha realizado cotizaciones (47). Por qué no ha realizado 
cotizaciones: Trabajo informal (17), No ha trabajado (30). Elaboración propia. 
 
Se tiene que de las 100 personas encuestadas el 53% realizaron cotizaciones al sistema de 
seguridad social, ya que tuvieron o tienen un trabajo u oficio; el 47% no ha realizado 
cotizaciones; del porcentaje que manifestó no haber realizado cotizaciones al sistema de 
seguridad social en pensiones, el 17% manifestó desempeñarse de manera informal y el 30 % no 
ha desempeñado un oficio, actividad por la cual no aportaron al Sistema General de Seguridad 
Social en pensiones; pues desde su juventud temprana viven esta contingencia y su sostenimiento 
económico se ha encontrado a cargo de otras personas.  
 
 
Figura 10. Resultados por la distribución del personal que labora. Trabaja actualmente (0), No 
trabaja actualmente (100). Por qué no trabaja actualmente: cuidado de un discapacitado de 
tiempo completo (100). Elaboración propia. 
 
Aunque los 70% de los padres y madres encuestados, que se encuentran en este proceso de 
rehabilitación de sus hijos, trabajaron o tuvieron un oficio que les generaba ingresos económicos 
en algún momento de sus vidas; en su totalidad tuvieron que dejar de hacerlo al momento de 
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Figura 11. Resultados por la distribución del encargado del cuidado del discapacitado. Usted 
mismo (100), Su pareja (0), Un tercero (0). Elaboración propia. 
 
Se evidencia que quien ejerce el cuidado personal del hijo con discapacidad, no puede ejercer 
una actividad laboral. 
 
 
Figura 12. Resultados por la distribución del tiempo cotizado en el Sistema General de 
Pensiones. Entre 1 y 3 años (0), Entre 4 y 6 años (53), Entre 7 y 9 años (0), 10 o más años (0), 


















ENCARGADO DEL CUIDADO DEL DISCAPACITADO 
DISTRIBUCION DEL ENCARGADO DEL 
CUIDADO DEL DISCAPACITADO EN EL GRUPO 
DE ENCUESTADOS
ENCARGADO Vs CANTIDAD




En cuanto al periodo de cotizaciones efectuadas por las madres y padres encuestados se 
encuentran entre 4 y 6 años de cotizaciones, es decir, tienen un haber de semanas cotizadas que 
oscilan entre las 205.92 y 308.88 semanas cotizadas. 
 
 
Figura 13. Resultados por la actividad de la pareja. Tiene trabajo/oficio formal (genera 
cotizaciones) (65), Tiene trabajo informal (no genera cotizaciones) (20), No tiene pareja (15). 
Elaboración propia. 
 
Si bien es cierto el 85% de las familias encuestadas cuenta con el apoyo económico de sus 
parejas producto de su fuerza laboral, el 20% de estas parejas trabajadoras se encuentran en la 
informalidad y no realizan cotizaciones al sistema general de seguridad social en pensiones; el 
restante 65% las realiza. 
 





Figura 14. Resultados por la distribución del tiempo cotizado en el Sistema General de 
Pensiones por la Pareja. Entre 1 y 3 años (15), Entre 4 y 6 años (18), Entre 7 y 9 años (32), 10 o 
más años (o) no ha cotizado (20), No tiene pareja (15). Elaboración propia. 
 
El 65% de las parejas que realizaron cotizaciones al sistema general de pensiones, no superan 
en ninguno de los casos las 468 semanas de cotizaciones, es decir 9 años de cotizaciones; el 20% 
restante de las parejas trabajadoras no ha cotizado por tener un trabajo informal. 
 
Como se puede evidenciar en la encuestas que se realizaron a este grupo poblacional que 
accede a el centro de neuro rehabilitación CREER IPS., en su mayoría el núcleo familiar está 
compuesto por ambos padres, y es el padre el responsable de generar los ingresos económicos 
para el sustento de su familia; cuando se trata de una madre cabeza de hogar esta deja de trabajar 
por dedicarse al cuidado del hijo discapacitado, ya que en su gran mayoría nacen con algún tipo 
de discapacidad física o mental. 
 
Estas familias para lograr su sostenimiento, en muchas ocasiones, se dedican a la 
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el objetivo principal para el cual el legislador creó esta norma, que es la rehabilitación y el 




El legislador para establecer los requisitos que otorgan derecho a la pensión especial de vejez 
por hijo discapacitado, en el sistema de seguridad social colombiano, tuvo en cuenta dos 
condiciones genéricas y ya utilizadas para otro tipo de prestaciones pensionales; la densidad de 
cotizaciones realizadas por el padre o la madre del hijo con discapacidad, y la previa calificación 
de la pérdida de capacidad laboral u ocupacional del discapacitado. 
 
Las cotizaciones que debe acumular quien pretende la prestación, corresponden a veinticinco 
años de trabajo, y la pérdida de capacidad laboral u ocupacional del discapacitado debe superar 
el porcentaje requerido según lo disponía el baremo vigente para Colombia, a la entrada en 
vigencia de la Ley 797 de 2003;  
 
Actualmente dicha norma ya no se encuentra vigente, pero el requisito del porcentaje de 
pérdida de capacidad laboral para ser considerado inválido se mantiene incólume en la 
normatividad actual, contenida en el Decreto 1507 del 2014, artículo tercero.  
 
Claramente el legislador no tuvo en cuenta otro tipo de situaciones, como la contradicción 
entre el objetivo de protección al discapacitado y el acompañamiento fundamental de los padres 
en su proceso de rehabilitación, como esencia de la creación de la norma, frente al esfuerzo 




laboral y económico que el progenitor debe aportar al estado para la consecución de la 
prestación, el cual de ninguna manera permite que el objeto de la norma se cumpla, pues para 
cuando los padres completen veinticinco años de trabajo el tratamiento del discapacitado se ha 
tenido que llevar a cabo sin su presencia y con todas las dificultades que se generan en el núcleo 
familiar ante la falta de uno de los padres, la informalidad de los empleos, la imposibilidad de 
emplearse del padre o madre a cargo de cuidado personal del discapacitado. 
 
El acceso a la prestación estudiada es escaso, en la muestra nulo. Los requisitos son excesivos 
frente a otras prestaciones que otorga el estado colombiano a la población discapacitada: pensión 
de invalidez y pensión especial de vejez por discapacidad. 
 
En la pensión de invalidez se requiere que el discapacitado haya cotizado 50 semanas dentro 
de los tres años anteriores al estado de invalidez, y tenga calificado su estado con pérdida igual o 
superior al 50% de pérdida de capacidad laboral (Ley 100 de 1993, articulo 47). En la práctica 
profesional se observa como muchos discapacitados optan por esta opción, y son sus familiares, 
en muchos casos, quienes asumen el costo de las cotizaciones para garantizarle el acceso a una 
eventual prestación, alegando constantemente, dentro de los estrados judiciales, que se ha 
desempeñado un oficio con la capacidad laboral residual, y producto de este se realizaron las 
cotizaciones, con el fin de obtener fechas de estructuración que les permita acceder al beneficio.  
 
Se concluye, de acuerdo al análisis de los resultados obtenidos de las técnicas e instrumentos 
aplicados en el ejercicio investigativo, que la rigidez que presenta la norma que contempló la 
pensión especial de vejez materia de estudio, frente a los requisitos para tener acceso al 




beneficio, lo revisten de difícil acceso; por tanto, hacen que la norma se torne ineficaz para la 
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